
mación del personal que vaya a in-
tervenir en la tramitación del mismo.

La obra concluye con el análisis
pormenorizado del contenido y del
régimen jurídico de este contrato, al
que se acompaña un interesantísi-
mo análisis de las experiencias prác-
ticas en las que se ha utilizado este
contrato desde que entró en vigor y
que vienen a ilustrar las conclusio-
nes alcanzadas por la autora res-
pecto de la figura estudiada.

Estamos, en definitiva, ante una
obra imprescindible no sólo para
quien se adentre en el mundo de la
colaboración público-privada —tan-
to desde el ámbito de las Adminis-
traciones públicas como de los ope-
radores jurídicos y contratistas de la
Administración—, sino para los es-
tudiosos de la contratación pública
en general. Y es que la profesora
HERNANDO viene a aportar intere-
santísimos elementos de análisis so-
bre la naturaleza, contenido y régi-
men jurídico, que resultan impres-
cindibles ante una figura cuya
complejidad pone de mayor relieve
el valor de este trabajo.

Leonor RAMS RAMOS

Universidad Rey Juan Carlos

LÓPEZ RAMÓN, Fernando: Sistema ju-
rídico de los bienes públicos; Civi-
tas-Thomson Reuters, Cizur Me-
nor, 2012, 317 págs.

1. Sostuvo HAURIOU1 que el De-
recho público aspira a la estabilidad,

empeño que no puede alcanzarse
sino partiendo de las categorías clá-
sicas del Derecho, especialmente las
de la personalidad jurídica y de las
cosas; y ello porque estas categorías
jurídicas son las fundamentales y las
condiciones esenciales de la estabi-
lidad. Pero, al propio tiempo, el De-
cano de Toulouse afirmó rotundo
que el Derecho público no puede li-
mitarse a importar pura y simple-
mente las categorías de personas y
de cosas del Derecho privado, sino
que debe utilizarlas a su modo,
adaptándolas a sus propias necesi-
dades.

Es así, producto de esta adapta-
ción, que la teoría de las cosas pú-
blicas se muestra todavía hoy, al me-
nos en la experiencia española, como
un instrumento útil para explicar, así
nos lo sugiere el profesor LÓPEZ RA-
MÓN en su espléndida obra, el alcan-
ce y articulación de las diversas po-
testades administrativas sobre los
bienes, así como su necesidad y jus-
tificación. Y es que la adaptación al
Derecho público de la categoría ju-
rídica de las cosas es consecuencia
en buena medida de la existencia y
amplitud de aquellas potestades (así
como, por supuesto, de los límites y
garantías impuestos a la Adminis-
tración). 

Esta explicación es abordada por
el autor mediante un detenido aná-
lisis de los elementos esenciales del
régimen jurídico de los bienes pú-
blicos, del que extrae, a su vez, «un
conjunto de principios y conceptos
comunes expresivos de los intereses
públicos y privados concurrentes».
De ahí que presente su obra como
un sistema jurídico; mas en modo al-
guno con la intención de obtener res-
puestas uniformes aplicables a to-
dos los sectores que examina (cos-
tas, aguas, minas, montes…), pues
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un objetivo tal sería, a su parecer, in-
compatible con la propia realidad de
los mismos. En esta idea, que cabe
resumir diciendo que la amplia he-
terogeneidad de las cosas públicas, y
aun del dominio público, impide un
régimen jurídico homogéneo tanto
de aquéllas como de éste, tendrá oca-
sión de insistir de modo reiterado a
lo largo de su exposición, de igual
modo que había hecho ya en traba-
jos anteriores2.

2. El libro se divide en dos gran-
des bloques o apartados: el prime-
ro, denominado parte general, reco-
ge y estudia los aspectos comunes,
mientras el segundo o parte especial
se dedica al análisis de varios secto-
res de intervención administrativa
vertebrados y constituidos, diría yo,
por bienes públicos.

Ambas partes se estructuran, a su
vez, en cuatro capítulos cada una.
En el primero de los pertenecientes
a la parte general el autor expone la
«teoría de las cosas públicas». Para
ello toma como referencia la cono-
cida imagen de la «escala de la de-
manialidad», que formulara DUGUIT

en 1923 para explicar la diferente in-
tensidad del régimen jurídico públi-
co que se aprecia en las diversas ca-
tegorías de bienes de dominio pú-
blico. Pero LÓPEZ RAMÓN proyecta la
fórmula a un conjunto más amplio,
el de las cosas públicas, compuesto,
además de por los bienes demania-
les, por las cosas comunes (a las que

el Derecho considera no apropiables
en exclusiva por nadie), los bienes
patrimoniales y los bienes de inte-
rés público. En lógica coherencia,
propone hablar de escala de la pu-
blicidad de las cosas, figura cuya
aplicación le permitirá extraer crite-
rios jurídicos para definir positiva y
negativamente las distintas catego-
rías, atendiendo a los variados inte-
reses jurídicos presentes en cada
una. Tales intereses van desde la pro-
tección constitucional del derecho
de propiedad privada (límite nega-
tivo), en un extremo, a las utilidades
públicas que proporcionan los bie-
nes de dominio público o las cosas
comunes, en el otro (límite positi-
vo). De entre estas utilidades públi-
cas, el autor subraya la función am-
biental que presentan todas las ca-
tegorías de cosas públicas netamente
vinculadas ya con las exigencias de
protección del medio ambiente, prin-
cipio de actuación de los poderes pú-
blicos que ha experimentado un rá-
pido y decidido proceso de forma-
ción y consolidación.

Busca, en definitiva, reglas o pau-
tas para comprender y, en su caso,
condicionar la permanente y con-
tradictoria dinámica de las cosas pú-
blicas, así como de las potestades y
privilegios administrativos que so-
bre las mismas se proyectan. El re-
sultado no es alentador pues «se
incluyen en el dominio público nue-
vos bienes al margen de su trascen-
dencia social, […] se extienden los
privilegios administrativos prescin-
diendo de las razones que habían de-
terminado su introducción», o se ex-
cluyen reglas consolidadas «por mo-
tivos de pura conveniencia». 

Pero, como el propio autor infor-
ma desde un principio, la mayor par-
te de sus esfuerzos se concentran en
el estudio de los bienes públicos, de-
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maniales y patrimoniales, y lo hace
sin rehuir ninguno de los principales
problemas planteados. En este as-
pecto, todavía en el primer capítu-
lo, se enfrenta con la discutida cues-
tión de la naturaleza jurídica del do-
minio público. Tras exponer las
principales y encontradas teorías
que desde MAYER y HAURIOU se han
venido esgrimiendo, así como su
evolución o desarrollo en nuestro
país, subraya, en primer término,
que no hay una incompatibilidad to-
tal entre los contenidos de las tesis
objetivas y la concepción subjetiva,
propietaria o patrimonial del domi-
nio público; y es que esta última no
niega, entre otros extremos, que el
régimen especial del demanio se
haya utilizado como título que jus-
tifica la intervención pública en un
determinado sector (piénsese, por
ejemplo, en el espacio radioeléctri-
co). Además, nuestra legislación —la
Ley del Patrimonio es bien expresiva
al efecto— se decanta de modo in-
discutible por considerar el dema-
nio como una propiedad. Se trata,
es cierto, de una propiedad especial
en virtud de su afectación a una fun-
ción pública cuya garantía impone
un régimen jurídico singular de pro-
tección y utilización, pero propiedad
al fin. Concluye LÓPEZ RAMÓN juz-
gando «un tanto irresponsable aban-
donar la visión del dominio público
consolidada en nuestro Derecho po-
sitivo y aplicada en la jurispruden-
cia, visión que tantas cuestiones so-
luciona y tan escasos problemas pro-
duce».

3. El resto de la parte general se
dedica a profundizar en el análisis
jurídico de los bienes públicos, tan-
to demaniales como patrimoniales.
En el capítulo segundo estudia el ré-
gimen común de los bienes públicos

extraído de la legislación general; un
régimen en el que destacan tres as-
pectos fundamentales.

En primer lugar, los mecanismos
de información, conservación y de-
fensa que proporcionan los inventa-
rios, y singularmente el Registro de
la Propiedad, respecto del cual se
plantea si la obligación de inscribir
todos los bienes públicos no será ex-
cesivamente gravosa, cuando no ca-
rente de sentido, en su misma gene-
ralidad (por ejemplo, respecto del
mar territorial o los ríos). En segun-
do lugar, las intensas prerrogativas
atribuidas a las Administraciones pú-
blicas para la defensa de sus bienes,
prerrogativas que si bien pueden jus-
tificarse cuando se trata de los bienes
demaniales, resultan sorprendentes y
en buena medida rechazables cuan-
do se aplican a los patrimoniales o
«de dominio privado»; en conse-
cuencia, concluye reclamando la in-
troducción de cambios relevantes en
la construcción legal de estas potes-
tades administrativas cuando se re-
fieren a bienes patrimoniales, para
los cuales sería precisa una específi-
ca demostración de su utilidad pú-
blica caso por caso a fin de evitar
abusos. Y, por último, la potestad
sancionadora, cuya previsión en la
legislación patrimonial general es ob-
jeto de un riguroso análisis y crítica
contundente, calificándola, entre
otros extremos, de insólita, ajena a
nuestra tradición jurídica, así como
perturbadora y contraria al princi-
pio ne bis in idem en cuanto que nu-
merosas infracciones administrati-
vas ya están tipificadas como delito
en el Código Penal.

En cualquier caso, insiste en que
se trata de un régimen de alcance
meramente supletorio y, por ende,
residual, habida cuenta de que los
bienes públicos se rigen en primer
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término por la normativa sectorial
o especial. Esto es así, sostiene, in-
cluso respecto de los preceptos de
carácter básico (bien escasos, por
otra parte) contenidos en la Ley del
Patrimonio, aunque ello resulte poco
coherente con el alcance institucio-
nal que corresponde a la legislación
básica.

4. Los capítulos III y IV se de-
dican al estudio del específico régi-
men jurídico de los bienes patrimo-
niales y de los demaniales, respecti-
vamente. Por lo que a los primeros
se refiere, destacaré únicamente que
en el análisis de los patrimonios em-
presariales observa que el recono-
cimiento constitucional de la inicia-
tiva pública en la economía no per-
mite sólo constituir empresas pú-
blicas, pues cabe también «organi-
zar el sector público empresarial
para el directo desarrollo de funcio-
nes públicas que no requieran el
ejercicio de potestades administra-
tivas». Contaríamos, pues, con dos
organizaciones complementarias en
la acción de gobierno: una adminis-
trativa (para el ejercicio de potesta-
des públicas con arreglo a procedi-
mientos y competencias legalmente
establecidos) y otra empresarial (ar-
ticulado conforme a los postulados
de la libre empresa). Y concluye
nuestro autor arriesgando una idea
cuando menos sugerente: «Así como
sería inadecuado pretender la pri-
vatización de la organización admi-
nistrativa, puede parecer también
improcedente administrativizar la
organización empresarial. Por ello,
cabe reivindicar la posibilidad de
una plena aplicación de los instru-
mentos y las técnicas del Derecho
mercantil para potenciar y coordi-
nar las actuaciones empresariales
públicas».

Respecto de los bienes demania-
les, importa reseñar, en primer tér-
mino, su idea netamente favorable
a admitir la desafectación presunta
del demanio artificial, pese a la des-
aparición de esta fórmula de la le-
gislación patrimonial vigente. Se tra-
ta de dar una solución a situaciones
ampliamente consolidadas por el
tiempo, adecuando así el Derecho a
la realidad de los hechos. Con tal fin,
siguiendo la conocida tesis del pro-
fesor GARCÍA DE ENTERRÍA, se apoya
en el artículo 341 del Código Civil,
que prevé el paso de los bienes de-
maniales a patrimoniales «cuando
dejen de estar destinados al uso ge-
neral…», y ante la falta de regula-
ción legal de un plazo transcurrido el
cual se produzca la desafectación,
propone acudir al de treinta años
previsto por el artículo 1959 del mis-
mo Código para la usucapión de in-
muebles sin título ni buena fe. Y pro-
pone un argumento más: cuando la
Constitución exige a la ley que a la
hora de regular el régimen del do-
minio público se inspire, entre otros
extremos, en su desafectación, está
exigiendo vincular el mantenimien-
to de dicho régimen a la realidad de
las necesidades públicas, necesida-
des cuya desaparición produce el
cese de aquél, es decir, la desafecta-
ción.

Especial interés dialéctico pre-
sentan sus reflexiones en torno al ré-
gimen de utilización del demanio y,
en particular, su crítica de aspectos
muy relevantes del régimen básico
o general establecido por la Ley del
Patrimonio para autorizaciones y
concesiones demaniales. Limito aquí
mi referencia al problema de la na-
turaleza jurídica de las concesiones,
debate en el que habría venido a ter-
ciar dicha Ley al efectuar un trata-
miento conjunto de ambos títulos
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administrativos, el primero de los
cuales posee un indiscutido carác-
ter unilateral que se trasladaría a las
concesiones3. Nuestro autor, sin em-
bargo, se muestra en principio par-
tidario de la tesis contractual en
atención a los efectos que de la pro-
pia concesión se derivan.

5. La parte especial se detiene
en el estudio de cuatro categorías de
bienes, costas, aguas, minas y mon-
tes, cuyo punto de conexión se cifra
en su carácter ambiental, que reper-
cute de modo muy acusado en bue-
na parte de su régimen jurídico.
Ciertamente, no son éstos los únicos
bienes demaniales; sin embargo, el
autor excluye de su obra el análisis
de aquellos otros bienes que forman
parte del denominado dominio pú-
blico artificial (puertos, carreteras,
ferrocarriles), toda vez que, a su pa-
recer, la perspectiva que debe adop-
tarse en su estudio es la de las obras
públicas más que la de los bienes,
sin negar, obviamente, su presencia.

En relación con el régimen jurí-
dico del demanio marítimo-terres-
tre, particular relieve presenta el
análisis que ofrece de su evolución,
refiriendo los fenómenos de usur-
paciones y apropiaciones privadas
fundadas en antiguos títulos, para-
dójicamente, contrarios a los gran-
des textos de nuestra tradición jurí-
dica, «que nunca permitieron la
apropiación privada de la ribera del
mar». Análisis histórico de plena ac-
tualidad en un momento como el
presente, en el que se anuncian re-
formas legislativas que no parecen
ir en la línea precisamente de la de-

fensa de este ámbito demanial. En
este sentido, nuestro autor reflexio-
na a propósito de las voces críticas
que vienen requiriendo el explícito
compromiso con los derechos pri-
vados adquiridos, y concluye que se-
ría una lástima que terminaran pre-
valeciendo: «En efecto, con todos los
altibajos que ha experimentado en
su aplicación, cabe valorar la Ley de
Costas de 1988 como uno de los em-
peños normativos y administrativos
más importantes de nuestra historia
para corregir una situación incom-
patible con los valores colectivos y
las necesidades de las presentes y las
futuras generaciones».

En el capítulo VI, relativo al De-
recho de aguas, observa críticamen-
te que se trata de un sector del or-
denamiento en constante cambio,
sometido a soluciones muchas veces
absolutamente opuestas. Reflexiona
posteriormente en torno al siempre
vidrioso asunto de las aguas priva-
das, que cuenta incluso con juris-
prudencia contradictoria, como por
otra parte es habitual que suceda
cuando un mismo asunto puede ser
llevado a órdenes jurisdiccionales
distintos. Por último, al analizar el
régimen de aprovechamiento de las
aguas muestra su preocupación, en-
tre otras cuestiones, por la falta de
mecanismos adecuados, más allá de
su reconocimiento puramente for-
mal en la Ley, que hagan realidad el
principio de recuperación de costes
de los servicios relacionados con la
gestión de las aguas, incluyendo los
ambientales, como exige la Directiva
Marco del Agua.

Dentro de la variada gama de en-
foques que presenta el Derecho mi-
nero, nuestro autor detiene su aten-
ción en las cuestiones relacionadas
con el Derecho administrativo, en-
tre las que identifica la caracteriza-
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ción general de los recursos minera-
les, con particular atención a la de-
batida cuestión de su naturaleza ju-
rídica. Y termina este apartado ter-
ciando en el complejo problema de
la titularidad de las aguas minerales
y termales.

Por fin, en el capítulo VIII y últi-
mo incluye los montes en la catego-
ría de los bienes de interés público,
sin perjuicio de que los más impor-
tantes de entre los de propiedad pú-
blica se declaren de dominio público.
La razón que explica dicha inclusión
estriba en que en todos los casos,
tanto en los montes privados como
públicos, la Administración cuenta
con potestades muy intensas que ex-
ceden ampliamente las derivadas de
la función social de la propiedad.

6. La obra reseñada no se limi-
ta a recoger, como es usual en nues-
tro sector de conocimiento, una
mera relación de la bibliografía ma-
nejada. Al contrario, además de ex-
tensas listas que recogen la legisla-
ción de cada sector, cuenta con una
bibliografía detallada y enriquecida
con numerosos comentarios, bien
estructurada, actual y muy amplia,
pero, al propio tiempo, escogida, se-
leccionada, cuidada. Le añade, así,
extraordinario valor y termina por
perfilar un libro que bien puede ca-
lificarse de redondo. Además, la pu-
blicación ha corrido a cargo de Ci-
vitas-Thomson Reuters, una de las
principales editoriales jurídicas, si
no la principal, que aún trabajan en
nuestro país, y, como no podía ser
de otro modo, la edición, en tapa
dura, posee la alta calidad que cabe
esperar de una editorial de tanto
prestigio.

Ciertamente, no descubro nada
nuevo si digo que el profesor LÓPEZ

RAMÓN lleva muchos años ofrecién-

donos investigaciones de primer or-
den. Su Sistema jurídico de los bie-
nes públicos es, sin duda, una de
ellas. Me atrevo a afirmar que esta-
mos ante una obra de referencia, im-
prescindible tanto para el estudio de
la materia como para cualquier in-
vestigación que en el futuro se em-
prenda relacionada con los bienes
públicos. Invito, pues, al lector aten-
to e interesado a adentrase en la lec-
tura de esta obra, que, sin duda, no
le defraudará.

Rafael FERNÁNDEZ ACEVEDO

Universidad de Vigo

OSTROM, Elinor: El gobierno de los
bienes comunes. La evolución de
las instituciones de acción colec-
tiva; 2.ª ed. con nueva traducción
española de L. MERINO (Prólogo
de J. SARUKHÁN), Fondo de Cul-
tura Económica, México, 2011,
403 págs.1

1. Elinor OSTROM (1933-2012)
sigue siendo una gran desconocida,
pese a haber sido la primera, y por
ahora única, mujer en obtener el
Premio Nobel de Economía (2009).
La publicación de una renovadísima
segunda traducción al español de su
obra sobre los bienes comunes (com-
mons) constituye una adecuada oca-
sión de divulgar los contenidos de
tan fundamental contribución al
pensamiento social, político, econó-
mico y jurídico. 
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